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I. Introducción
Las resoluciones 28/2016 y 31/2016 del Ministerio de Energía y Minería (MINEM) que establecían un "cuadro tarifario" para la provisión del servicio público de gas a los usuarios y consumidores, fueron declaradas nulas por el Poder Judicial federal, retrotrayéndose la situación a la existente con anterioridad al dictado de las normas privadas de validez

Esa solución primero fue arbitrada por la Cámara Federal de La Plata y luego ratificada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CS) en una extensa y fundamentada sentencia, dictada en la causa "Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad (CEPIS) y otros e/ Ministerio de Energía y Minería s/ amparo colectivo" (18/8/16) (1).

Ello se logró mediante la acción de amparo colectivo promovido en los términos del artículo 43, segundo párrafo de la Constitución Nacional y ley 16.986, por la asociación Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad (CEPIS) y el Sr. Aloisi. Se admitió en el juicio la participación como litisconsorte activo de la asociación Consumidores Argentinos Asociación para la Defensa, Educación e Información de los Consumidores (Consumidores Argentinos) y, la comparecencia de algunas cámaras de comercio e industria, concejales, diputados, senadores e intendentes que se presentaron.
El objeto de la litis se dirigió a obtener que se garantizara el derecho constitucional a la participación de los usuarios, previsto en el artículo 42 de la Constitución Nacional, y que se suspendiese la aplicación del "cuadro tarifario" fijado por las resoluciones citadas, hasta tanto se diera efectiva participación a la ciudadanía mediante la convocatoria a audiencias públicas.

Llegado el caso a la Corte Supremaen mérito al recurso extraordinario federal articulado por el Estado Nacional —MINEM—, el Alto Tribunal emitió un pronunciamiento confirmando la resolución apelada a través de una solución unánime dictada por sus integrantes los Dres. Lorenzetti, Higthon de Nolasco, Maqueda y Rosatti. Estos dos últimos Ministros, en votos individuales, concurrieron a la formación del criterio acorde.

El señalado pronunciamiento contiene precisiones de suma importancia institucional al consagrar una vez más, a la acción de amparo colectivo como instrumento idóneo para asegurar las condiciones de la democracia deliberativa de la República, en escenarios que hacen al acceso a la información pública de las acciones de gobierno y la participación de la ciudadanía en el abastecimiento y goce efectivo de los servicios públicos, entre los que se cuenta, la provisión del fluido energético del gas.

Según la plataforma constitucional de los servicios públicos, ellos consisten en actividades o servicios esenciales para la sociedad, reservados a la titularidad pública, cuyas prestaciones son consideradas vitales, indispensables y esenciales para el conjunto de los ciudadanos. Por ello su tarifación exige certeza, previsibilidad, gradualidad y razonabilidad (2).

Dentro del amplio abanico de cuestiones abordadas en el fallo de referencia se destacan algunos puntos sobre los que se hará hincapié en las reflexiones siguientes.
II. Los servicios públicos como cuestión federal
La cuestión federal, término acuñado por el tecnicismo judicial norteamericano, es un requisito propio y una causal típica o específica del recurso extraordinario federal. Es base o plataforma del indicado recurso, en las condiciones previstas por el art. 14 de la ley 48 (3).

Según los tres incisos de la mencionada norma, la cuestión federal reglada versa sobre la interpretación de normas, actos o acciones federales adoptadas o llevadas a cabo por autoridades nacionales (inciso 3°), como asimismo en los conflictos donde se ponga en discusión la validez de cualquier clase de normas infra constitucionales por su pugna evidente con disposiciones superiores o cláusulas constitucionales (incisos 1° y 2°).

Se está en presencia de una cuestión federal simple (inciso 3°) en aquellos procesos judiciales que requieran la interpretación del derecho federal que conforma el bloque de constitucionalidad, integrado por cláusulas de la Constitución Nacional, tratados internacionales de derechos humanos y demás concertados con potencias extranjeras, leyes dictadas por el Congreso de la Nación y, normativa inferior establecida por los poderes Ejecutivo y Judicial, dentro de las facultades y límites constitucionales, según la habilitación del art. 75 y cláusulas concordantes de la Carta Magna. Dentro de esta definición ingresan las resoluciones, decretos y actos administrativos dictados por el Poder Ejecutivo Nacional.
En la sentencia de "Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad (CEPIS) y otros e/ Ministerio de Energía y Minería s/ amparo colectivo", se determina la concurrencia de la cuestión federal del indicado inciso tercero del art. 14, afirmando que el examen y la decisión remiten directamente a la interpretación de diversas cláusulas de la Constitución Nacional y leyes federales, relativas a: i. Estructuración del sistema de división de poderes respecto a las atribuciones de cada uno de los Departamentos del Gobierno Federal en materia de tarifas de los servicios públicos; ii. Derecho de participación de los usuarios en dichos asuntos e instancias administrativas y/o judiciales para la tutela de sus intereses. iii. Actos de naturaleza federal cumplidos por una autoridad nacional (resoluciones (MINEM) nros.28/2016 y 31/2016).

Además se observa el cumplimiento de otro de los requisitos propios del recurso extraordinario, como la resolución contraria al derecho federal puesto en discusión, extremo que se consideró cumplimentado desde que la resolución de la Cámara Federal de La Plata invalidó las indicadas resoluciones administrativas.

Esa invalidación de normativa federal, suscitó también una cuestión federal compleja susceptible de enmarcarse en el inciso 1° del art. 14 de la ley 48, y pese a que la Corte no encuadró específicamente el tema en tal causal, ella estuvo presente desde que la anulación de las resoluciones administrativas por el tribunal inferior, que luego fue convalidada, respondió a su contradicción con la cláusula del art. 42 de la Constitución Nacional y leyes federales superiores (ley 24.076) (4).

Se postuló asimismo la trascendencia institucional del asunto que generó una litigación de características excepcionales, por comprometer "principios básicos del debido proceso constitucional en la tutela de los derechos de los usuarios y del Estado Nacional". Ello suscitó la necesidad de una respuesta acorde con la responsabilidad institucional que le corresponde a la Corte como titular del Departamento Judicial del Gobierno Federal (artículo 108 de la Constitución Nacional).

Cabe recordar que la trascendencia institucional quedó establecida como cuestión federal para el remedio extraordinario, primero a contrario sensu del art. 280 del Cód. Procesal Civil y Comercial —writ of certiorari— y, más tarde consagrada en su art. 257 bis que regla en tal instancia la figura de per saltum (5) .

En mérito de esta última disposición, los contornos de la gravedad institucional y de la trascendencia, inicialmente provenientes de la doctrina judicial, quedaron incorporadas a la plataforma legal del recurso extraordinario por salto de instancia, siendo admisible de allí, su derivación al régimen general de dicho remedio federal instaurado por el art. 14 de la ley 48.
III. La acción de amparo colectivo como proceso constitucional idóneo
La acción de amparo colectivo participa de las mismas características que otros procesos de similar naturaleza, que consisten principalmente en admitir la representación procesal atípica o excepcional y la cosa juzgada erga omnes o expansiva.

Ambas calidades hacen a la excepcionalidad de los procesos colectivos que permiten el abordaje en un solo juicio, de conflictos con alto impacto social, político, y económico que por línea general involucran a un gran número de personas y, que por razones de economía procesal y necesidades institucionales del Estado, merecen una pronta solución, siempre resguardando el debido proceso legal.

Se garantiza así el acceso al sistema de justicia destinado al aseguramiento de derechos compartidos por la comunidad ("Halabi", 2009) (6), superándose barreras económicas o socioculturales (7). El "acceso a la justicia" implica la superación del costo que significaría demandar individualmente, evaluándose el beneficio que cada uno de los usuarios puede obtener de la sentencia dictada en el juicio colectivo.

Se observa un empoderamiento ciudadano para el control de los departamentos y poderes de gobierno en su desarrollo y desenvolvimiento, mediante la utilización de un litigio estratégico que conduzca a soluciones igualitarias, advirtiéndose que la presión social puede resultar potenciadora de conflictos que acarrean riesgos sobre la legitimidad del sistema republicano o de sus actos (8).

En esa situación se enmarca el amparo colectivo derivado del art. 43 de la Constitución Nacional en consonancia con los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, que implica una nueva modalidad de legitimación activa, destinada a la defensa de los derechos de incidencia colectiva de usuarios, consumidores, ciudadanos en general y a la protección de los intereses difusos de la comunidad (9).

La cláusula constitucional reconoce nuevos actores sociales con legitimación colectiva (10), que puede ser asumida por el afectado, el Defensor del Pueblo y las asociaciones de usuarios, consumidores o con finalidades sociales y comunitarias (ecológicas, ambiental, de género, etc.).

Esta situación fue reconocida en "Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad (CEPIS) y otros e/ Ministerio de Energía y Minería s/ amparo colectivo", aplicando la Corte Suprema, una vez más, el discernimiento que ya sostuviera en otros precedentes "Padec" (11), "Unión de Usuarios y Consumidores" (12), "Consumidores Financieros Asociación Civil para su defensa" (13), donde admitió la directa operatividad del referido art. 43, segundo párrafo de la Constitución Nacional respecto a las asociaciones de usuarios y consumidores legitimadas para iniciar acciones relativas a derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos (14). Criterio también acuñado en "Halabi" que supone la legitimación activa de una pluralidad relevante de individuos (15).

Esta posibilidad de actuación comprende a las acciones colectivas de naturaleza patrimonial, siempre que se verifique: i. Existencia de un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos; ii. Que la pretensión esté concentrada en los "efectos comunes" para toda la clase involucrada; iii. Que de no reconocerse la legitimación procesal podría comprometerse seriamente el acceso a la justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir (16).

Desde esa perspectiva, la Corte analizó las resoluciones administrativas del Ministerio de Energía y Minería de la Nación que fijaron nuevos precios y tarifas para el servicio de gas, ponderando que cumplen con el recaudo de existencia de un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de individuos y cuya solución alcanzará a todo el colectivo definido en la demanda con "efectos comunes". Esto se traduce en el requerimiento de la demanda relativo a la exigencia de una audiencia previa para escuchar y valorar la postura de los consumidores, previo a fijar el cuadro tarifario del servicio público de provisión de gas.

El reconocimiento de la legitimación activa o empoderamiento de las asociaciones en el criterio de la Corte, posee estrecha conexión con las condiciones de "acceso a la justicia" según se explicara en "Halabi" y, ello lleva a sostener, que sólo se cumple respecto a los "usuarios residenciales" (conforme decreto 2255/92 -Anexo "B", Subanexo 11-, decreto 181/2004 y resolución ENARGAS 409/2008) y no así, en torno a los "usuarios no residenciales".

El valor "acceso a la justicia", dice la Corte en "Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad (CEPIS) y otros c/ Ministerio de Energía y Minería", presenta especial importancia, considerando que una interpretación que restringiera a este grupo ("usuarios residenciales") la posibilidad de demandar de manera colectiva equivaldría a negar efectividad a la tutela constitucional frente a un acto lesivo.

En cambio, encuentra que con referencia a los "usuarios no residenciales" no quedó acreditada la imposibilidad u obstáculos de un ejercicio individual de las acciones, lo que le impide tener por acreditado, con "una certeza mínima, que se encuentre comprometida la garantía de acceso a la justicia", necesaria condición para habilitar la vía intentada. Por ello expresa que la sentencia no los alcanza.
IV. El control de los actos gubernamentales y audiencias públicas para usuarios y consumidores de servicios públicos
Recuerda la Corte el contenido del artículo 42 de la Constitución Nacional incorporado por la reforma de 1994 (17), el que establece las bases necesarias para la participación ciudadana y marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas.

La norma constitucional, de acuerdo con exigencias contenidas en Tratados de Derechos Humanos (18), proyecta varias perspectivas de análisis, destacándose la participación ciudadana amplia en la toma de decisiones públicas, lo que traduce una faceta del control social cuyas manifestaciones y procederes se deja a cargo de leyes reglamentarias, pero la omisión de su dictado no impide la plena operatividad de la disposición respecto al derecho consagrado expresamente en favor de los usuarios.

De ahí, se aseveró que resulta un imperativo constitucional garantizar la participación ciudadana en instancias públicas de discusión y debate susceptibles de ser ponderadas por la autoridad de aplicación (PEN) al momento de la fijación del precio del servicio.

La Corte Suprema aseveró que el "derecho de participación reconocido a los usuarios en el caso del servicio de gas se estructuró en 1992, en su ley regulatoria, mediante el mecanismo de audiencias públicas" (19) mientras el mercado se encuentre regulado, descartando que situaciones, contingencias y normas posteriores hubieren alterado esa exigencia (20).

En el ejercicio del control judicial de constitucionalidad de los actos gubernamentales en punto a su compatibilidad con los principios y postulados de la Carta Magna, la Corte, utilizando sus facultades constitucionales de contrapeso de los poderes, accedió a la convicción de que previamente al dictado de las resoluciones 28/2016 y 31/2016, el Ministerio de Energía y Minería — MINEM — no observó el procedimiento constitucional y legal señalado — audiencias públicas -, por lo que ratificó la anulación dispuesta oportunamente por el tribunal a-quo (21).

El control de constitucionalidad ejecutado primero por la Cámara Federal de La Plata y luego por la Corte, se basó en el principio constitucional de legalidad, que habilita a verificar el efectivo cumplimiento de las formas y procedimientos establecidos previamente al dictado de actos o resoluciones administrativas. Ese principio permite el contralor del mecanismo de creación de disposiciones normativas o actos de los poderes públicos, a fin de comprobar que su mandato o puesta en vigencia se ajuste al debido proceso adjetivo establecido en la Constitución, en las leyes, reglamentos y demás disposiciones que lo regulen (22).

La finalidad del control de constitucionalidad, desde esa perspectiva, es resguardar la distribución constitucional de las competencias de los órganos estatales en el dictado de la legislación o en la producción de actos públicos. Para realizar el control de validez normativo, se impone el análisis no sólo de la competencia del órgano que emitió la disposición, sino también de la forma y método aplicado en la génesis de la ley, norma o acto de que se trate (23).

Es decir, deben examinarse las reglas de técnica legislativa o de procedimiento, vigentes al tiempo del dictado de la norma, resolución o acto en cuestión. La aplicación del principio de legalidad ha motivado con frecuencia la declaración de invalidez constitucional de reglamentos o decretos dictados por el Poder Ejecutivo Nacional con flagrante desconocimiento de las exigencias constitucionales (24).

En definitiva la descalificación de las resoluciones 28/2016 y 31/2016 (MINEM) implicó que las tarifas deben retrotraerse a los valores vigentes previos al aumento dispuesto por las resoluciones que se invalidaron, decidiéndose por razones de elemental justicia distributiva, mantener la tarifa social de gas reglada por el PEN con destino a la protección de los sectores más vulnerables.

Se dejó aclarado que si bien la fijación del cuadro tarifario corresponde como potestad estatal al Poder Ejecutivo Nacional, ello que no habilita el incumplimiento de pasos constitucionales y legales previos, en defensa y protección de usuarios y consumidores de los servicios públicos. Insistiéndose que la fijación de las tarifas debía realizarse en condiciones que aseguraran la legalidad, debida certeza, previsibilidad, gradualidad y razonabilidad.

Además se descartó que el Poder Judicial posea atribuciones en la materia específica tarifaria (25), pues a la división de poderes republicana exige el desenvolvimiento de cada uno de ellos dentro de la órbita competencial que la Constitución Nacional y las leyes reglamentarias (art. 28) les asignan.
V. El cumplimiento de las Acordadas reglamentarias de los procesos colectivos y la indicación a los magistrados. Obligatoriedad de aplicar los precedentes

En otra oportunidad se comentaron las Acordadas 12/2016 — Reglamentación de los Procesos Colectivos - y 32/2014 - Registro de Procesos Colectivos - (26), dictadas por la Corte con base en sus facultades reglamentarias a los fines de la ordenación de los procesos colectivos incluidas las acciones de amparo de igual contextura jurídica. Para su dictado se tuvieron principalmente en cuenta las doctrinas sentadas por la Corte en "Halabi" y "Municipalidad de Berazategui c/ Cablevisión S.A. s/ amparo", el 23/9/2014 (27).

Se dijo, que las referidas Acordadas integran una actividad judicial innovadora principalmente en materia de procesos constitucionales, donde se ha constatado que según sea la problemática, se admiten las llamadas sentencias atípicas, calificadas como integradoras o aditivas, sustitutivas y exhortativas, lo que se relaciona con la finalidad de tales decisiones destinadas a remediar la omisión del poder legislador o del reglamentario. Esta actividad judicial proactiva, se traduce además en medidas procesales innovativas (audiencias públicas, amicus curiæ, observación del cumplimiento de resoluciones, etc.).

Las Acordadas 32/2014 y 12/2016, mediante una puntillosa regulación, receptan los principios de registración, publicidad y prevención, de imprescindible cumplimiento en cualquier clase de proceso colectivo a los fines de afirmar la certeza y seguridad jurídica respecto a conflictos semejantes o análogos y evitar el escándalo jurisdiccional producido por sentencias contradictorias.

La constatación de que tales normas han resultado incumplidas o desconocidas por numerosos tribunales federales y nacionales en el trámite de similares acciones de amparo promovidas en contra del cuadro tarifario de gas, llevó a la Corte a examinar la situación en diez considerandos (28).

Se profundizó en dicho incumplimiento, estimándose que conspiró también en contra de una adecuada notificación a los integrantes del colectivo y acarreó la imposibilidad de que eventuales usuarios pudieran excluirse del proceso colectivo.

Por lo cual se impulsa a los tribunales al acatamiento de las mencionadas Acordadas sobre procesos colectivos. Ello se relaciona con la obligatoriedad de observar la jurisprudencia anterior, expresándose que "La autoridad institucional de dichos precedentes, fundada en la condición de este tribunal de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia da lugar a que en oportunidad de fallar casos sustancialmente análogos, sus conclusiones sean debidamente consideradas y consecuentemente seguidas por los tribunales inferiores (29)".
VI. Exhortación al Congreso de la Nación. El Defensor del Pueblo
En el marco de las sentencias exhortativas (30), la Corte Suprema dispone poner en conocimiento del Congreso de la Nación, la necesidad de dar cobertura al cargo de Defensor del Pueblo de la Nación.

Señala que el cargo de Defensor del Pueblo de la Nación, "institución creada por la Constitución Nacional como órgano específicamente legitimado en la tutela de los derechos de incidencia colectiva en los términos de sus artículos 86 y 43, se encuentra vacante, circunstancia que repercute negativamente en el acceso a la justicia de un número indeterminado de usuarios. En las condiciones reseñadas, y habida cuenta de las relaciones que deben existir entre los departamentos de Estado, corresponde exhortar al Congreso de la Nación para que proceda a su designación de acuerdo a lo establecido en el artículo 86 citado."

Esta exhortación al Congreso de la Nación para el nombramiento del Defensor del Pueblo, responde a que se considera imprescindible su actuación para la defensa y protección de los derechos colectivos y constitucionales de variada clase (31).

Bien puede extenderse dicha indicación hacia aquellas administraciones provinciales que no poseen defensorías del Pueblo con iguales competencias y facultades que las contempladas por los señalados arts. 43 y 86 de la Constitución Nacional, a los fines de que el ejercicio del federalismo defendido por aquellas, no se convierta en obstáculo perjudicial para los derechos e intereses de los habitantes y comunidad locales.
VII. Conclusión
La participación de la ciudadanía en las decisiones y el fortalecimiento de la democracia ha sido la línea vertebral de la sentencia de la Corte Suprema (32). Mediante fundadas razones y técnicas de hermenéutica constitucional se han equilibrado los deberes del Estado y los derechos de usuarios y consumidores.

De ahí su importancia y perspectivas para el sistema tarifario de todos los servicios públicos regulados (agua, energía eléctrica, gas), desde que el art. 42 de la Constitución Nacional no contiene distinciones ni acepciones de ninguna clase, incluidos claro está, los reglados por las administraciones provinciales.

 (1) El juez de primera instancia había rechazado la acción interpuesta. No obstante ordenó que el Estado Nacional debía convocar con amplia difusión en los medios nacionales y en el Boletín Oficial a una audiencia pública para todos los usuarios, consumidores y asociaciones que los nuclean, a fin de garantizar su debida participación.

 (2) Véanse los considerandos 30 a 34 inclusivo

 (3) Para un estudio exhaustivo del tema puede consultarse PALACIO de CAEIRO, SILVIA B., "Recurso Extraordinario Federal", La Ley, Bs.As., 2012, 2° ed. actualizada y ampliada.

 (4) Ley de Regulación del transporte y distribución de gas natural. Privatización de Gas del Estado Sociedad del Estado.

 (5) PALACIO de CAEIRO, SILVIA B., "Recurso Extraordinario por salto de instancia - Per Saltum-", LA LEY 2013-F, 913; "El Per Saltum en el derecho Argentino. De "Dromi" a "Smith", LA LEY 2002-B, 934.

 (6) CS Fallos: 332:111.

 (7) VERBIC, Francisco, "Procesos Colectivos", Ed. Astrea, 2007, pássim.

 (8) Ibídem.

 (9) PALACIO de CAEIRO, Silvia B. y JUNYENT de DUTARI, Patricia, "El amparo colectivo y la reciente acordada de la Corte Suprema", LA LEY  22/06/2016, 1. Allí se comentaron las Acordadas 12/2016 — Reglamentación de los Procesos Colectivos - y 32/2014 - Registro de Procesos Colectivos -, a cuyo cumplimiento exhorta la Corte a los tribunales federales y nacionales inferiores en el caso que se comenta aquí. Más adelante se vuelve sobre este punto.

 (10) VERBIC, Francisco, Procesos Colectivos, ob. cit.

 (11) CS Fallos: 336: 1236

 (12) CS Fallos: 337: 196.

 (13) CS Fallos: 337:753.

 (14) Las leyes 24.240, 26.361 y modificatorias de Defensa al Consumidor confieren legitimación a las asociaciones de consumidores.

 (15) CS Fallos: 332:111, cit.

 (16) Ibídem.

 (17) Art. 42 Const. Nac.: "Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control."

 (18) En especial véase el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que regla sobre las condiciones y protecciones de la vivienda digna. BELISLE, José Manuel, "El derecho a una vivienda digna y adecuada. Hacia una tutela integral en la jurisprudencia argentina", en Tratados de Derechos Humanos y su Influencia en el Derecho Argentino, PALACIO de CAEIRO, Silvia B. (directora), Ed. La Ley- Thomson Reuters -, Bs. As., 2015, p. 923, con reseña de jurisprudencia aparte.

 (19) Ley 24.076 - Regulación del transporte y distribución de gas natural - Privatización de Gas del Estado Sociedad del Estado -.

 (20) Véase en especial los considerandos 19 a 25 inclusivo del texto principal de la sentencia "Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad (CEPIS) y otros e/ Ministerio de Energía y Minería" aquí anotada.

 (21) En el voto individual del Dr. Juan Carlos MAQUEDA se dijo: (Consd. 15) "De todo lo dicho se desprende que la audiencia pública tiene raigambre constitucional. Se encuentra sustentada en los principios de la democracia participativa y republicana, y expresada -como se dijo- en el artículo 42 de la Constitución Nacional. Por ello, deben formar parte de la audiencia pública, que debe realizarse en forma previa a la toma de decisiones en materia tarifaria, todos los usuarios y consumidores, sin distinción de categorías. Esta audiencia pública, en las actuales circunstancias, debe realizarse para todos los tramos que componen la tarifa final: precio en boca de pozo (PIST), transporte y distribución del gas natural." El Dr. Horacio ROSSATI también se pronunció en similar sentido.

 (22) PALACIO de CAEIRO, Silvia B., "Constitución Nacional en la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación", Ed. La Ley, Bs. As. 2011, p. 574.

 (23) CS Fallos: 330:2222.

 (24) PALACIO de CAEIRO, Silvia B., "Constitución Nacional en la doctrina de la Corte Suprema de Justicia..., ob. cit., p. 575/76. Esta hipótesis se ha producido con relación a variados decretos de necesidad y urgencia dictado en la década de 1990.

 (25) Los votos de los Dres. Maqueda y Rosatti también lo desechan tal hipótesis.

 (26) PALACIO de CAEIRO, Silvia B. y JUNYENT de DUTARI, Patricia, "El amparo colectivo y la reciente acordada de la Corte Suprema", LA LEY 22/06/2016, 22/06/2016, 1, cit.

 (27) CS Fallos: 337: 1024.

 (28) Véanse los considerandos 34 a 44 inclusive. En los votos individuales también se alude a este asunto.

 (29) CS Fallos: 307:1094; 319:2061; 320:1660; 325:1227; Fallos: 331:162, "Martínez Vergara, Jorge Edgardo" y Fallos: 337:47, "Arte Radiotelevisivo".

 (30) El comentario de variadas sentencias exhortativas pronunciadas por la Corte puede encontrarse en PALACIO de CAEIRO, Silvia B., "Jurisdicción constitucional, control de constitucionalidad y sentencias exhortativas", JA, Sup. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Abeledo-Perrot, 2010, III.

 (31) En los votos individuales de los Dres.¿Horacio Rosatti y Juan Carlos Maqueda también se realiza igual exhortación.

 (32) En el voto del Dr. Horacio Rosatti se mencionan los instrumentos internacionales a los que adscribe la República Argentina, que así lo proclaman.
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